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CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO CON FINES DE CONTRABANDO / NIEGA CONDENA DE EJECUCIÓN CONDICIONAL / CONFIRMA - Expresa que sustenta la apelación únicamente en lo relativo al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y desiste de la interpuesta en favor de los demás procesados, y sustenta su disenso con los siguientes planteamientos:

La conducta que ofreció el órgano persecutor no era la adecuada, al señalar que el concierto para delinquir en la modalidad contenida en el artículo 340, inciso 4° es “agravado”, cuando en realidad se trata de un delito subordinado o de segundo orden como lo ha plasmado la doctrina.
(…)
El considerar el concierto para delinquir con fines de contrabando, como un delito agravado vulnera el principio de legalidad, al darle una categoría que no está consagrada como tal y ello implica que le sea negado el derecho fundamental a la libertad de su cliente, al no concederle el subrogado de la condena de ejecución condicional, pese a cumplir con el requisito objetivo descrito en el canon 63 C.P., y en caso de existir duda en cuanto a la denominación de la conducta, debe aplicarse el in dubio pro reo, para optarse por la interpretación más favorable.
(…)
Luego de ese obligado prolegómeno, advierte la Sala que la inconformidad de la parte recurrente se contrae exclusivamente al hecho de que por parte del funcionario de primer nivel no se le concedió al señor PAZ PÉREZ el sustituto de la pena privativa de la libertad al que alude el canon 63 C.P., al haber sido condenado por concierto para delinquir agravado y aplicar en su desfavor lo reglado en el canon 68A C.P., cuando en su sentir la ilicitud en que incurrió su cliente carece de dicho agravante.
(…)

Nótese que la característica principal del delito agravado es la subordinación que posee frente al tipo básico, en el entendido que no es una figura autónoma al no poder subsistir sin éste. Y esa característica de subordinación no se pierde por el simple motivo de haber sido consagrado el incremento punitivo en un artículo diferente, o por no haberse utilizado las expresiones: “las penas descritas en los artículos anteriores se aumentarán cuando […]” que son de usanza en esta clase de eventos. 

Así las cosas, lo relevante es y sigue siendo para estos efectos, que al momento de describirse la nueva conducta por parte del legislador se indique expresamente que de presentarse una o varias circunstancias de mayor connotación social, aparejadas al comportamiento que ya había sido descrito como punible en forma previa, se amerite un incremento en la sanción. Y eso y nada diferente es lo que ocurre cuando el fin propuesto por los concertados sea el contrabando.  

Para el caso en estudio se observa que la Fiscalía al momento de imputar cargos a los procesados lo hizo precisamente por un delito de concierto para delinquir agravado, mismo frente al cual se dio una aceptación de cargos, libre y voluntaria, y finalmente fue el ilícito por el cual se condenó al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, y lo que conllevó a que el a quo diera aplicación al contenido del canon 68A C.P. para negar el sustituto liberatorio que se pidió en a favor.

Todo lo anterior, no obstante lo mencionado en la audiencia de individualización de pena por el delegado fiscal y el apoderado del sentenciado, quienes al unísono expresaron que la prohibición inserta en el artículo 68A C.P. no debía ser tenida en cuenta en este asunto al no tratarse de un delito de concierto para delinquir agravado, postura que por supuesto no acoge la Sala por lo antes aludido.
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  ACTA DE APROBACIÓN N° 1359
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 11 de 2017, 9:10 a.m.

	Acusado: 
	Miguel Emilio Paz Pérez

	Cédula de ciudadanía:
	77.183.248 de Valledupar, Cesar.

	Delito:
	Concierto para delinquir agravado

	Víctima:
	La seguridad pública

	Procedencia:
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de fecha abril 21 de 2017. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos fueron dados a conocer en febrero 4 de 2014, cuando una persona se acercó a las instalaciones de la Policía Fiscal y Aduanera, con información de un grupo de ciudadanos dedicados al contrabando de productos lácteos para consumo humano desde Venezuela hacia Colombia, lo que motivó a las autoridades a adelantar diversas labores investigativas, que conllevaron a demostrar que entre agosto de 2013 y enero de 2016 WINDY DEL CARMEN ESCOBAR HENRÍQUEZ, DENIS ADRIÁN MORALES TOBÓN, MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, CARLOS ALBERTO CONTRERAS GARCÍA, NILSON JOSÉ JIMÉNEZ DÍAZ y DURALIER QUINTANA DÍAZ, conformaron una organización dedicada al contrabando permanente y a gran escala de queso  que traían desde Venezuela y era comercializado en Colombia, para lo cual contaban con contactos en el vecino país, donde obtenían el producto a precios rentables, contaban con vehículos y personal para entrarlo al territorio nacional por lugares no autorizados a la altura de los departamentos de la Guajira y Norte de Santander y una vez en Colombia lo movilizaban por distintas vía hasta su destino final, para lo cual se valían de documentación falsa para dar apariencia de legalidad a la carga para simular su fabricación nacional, lo cual les permitía ingresar de manera permanente e igual al país entre 8.000 y 20.000 kilos semanales.

1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira (mayo 19 de 2016), por medio de las cuales: (i) se legalizaron allanamientos y registros; (ii) se legalizó la aprehensión; (ii) se le imputó al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ la conducta de concierto para delinquir agravado con fines de contrabando, de conformidad con lo reglado en el inciso 4º artículo 340 C.P.; cargo que el indiciado ACEPTÓ; y (iii) se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en su domicilio. 

1.3.- En virtud de esa aceptación de cargos –del acá acusado y los demás coprocesados- el conocimiento del asunto correspondió al Juzgado Sexto Penal del Circuito de donde se devolvió al Centro de Servicios al considerar que los delitos allí referidos son de competencia de la justicia especializada, por lo cual el caso sea asignó al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado, quien propuso colisión de competencia, misma que se resolvió por esta Corporación (agosto 23 de 2016) por medio de la cual se le otorgó la competencia al Juzgado Sexto Penal del Circuito, despacho ante el cual se llevó a cabo la audiencia de individualización de pena y sentencia (enero 24 de 2017), y posteriormente se dictó fallo (abril 21 de 2017) por medio del cual: (i) declaró responsable a WINDY DEL CARMEN ESCOBAR HENRÍQUEZ por las conductas de concierto para delinquir agravado, contrabando agravado, fraude procesal, uso de documento falso en concurso homogéneo y sucesivo Y falsedad en documento privado a  100 meses de prisión y multa del 210% del valor aduanero de los bienes objeto del delito; a DENIS ADRIÁN MORALES TOBÓN por concierto para delinquir agravado, contrabando agravado y favorecimiento y facilitación del contrabando agravado a 48 meses de prisión y multa de 1000 s.m.l.m.v.; a MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ por concierto para delinquir agravado a 36 meses de prisión y multa de 1000 s.m.l.m.v.; a CARLOS ALBERTO CONTRERAS GARCÍA por concierto para delinquir agravado a la pena de 36 meses de prisión y multa de 1000 s.m.l.m.v.; a NILSON JOSÉ JIMÉNEZ DÍAZ por las conductas de  favorecimiento y facilitación del contrabando agravado, falsedad ideológica en documento público en concurso homogéneo y sucesivo y falsedad en documento privado a 42 meses de prisión y multa del 100% del valor aduanero de los bienes objeto del ilícito, y a DURALIER QUINTANA DÍAZ por concierto para delinquir agravado, uso de documento falso, y favorecimiento y facilitación del contrabando agravado a la pena de 48 meses de prisión y multa de 1.050 s.m.l.m.v.; (ii) a todos los condenados se les  impuso la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término de la pena; y (iii) aunque se les negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, se les concedió el beneficio de la prisión domiciliaria a los sentenciados quienes acreditaron su condición de madre o padre cabeza de familia, salvo al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, a quien se le revocó la detención domiciliaria de la que gozaba.

1.4.- Los fundamentos que tuvo en consideración el a quo para llegar a la conclusión de condena, se hicieron consistir en lo siguiente:

No ofrece  controversia la demostración de las conductas endilgadas por la fiscalía en contra de los procesados, ni mucho menos la responsabilidad que se predica de cada uno de ellos en el injusto, toda vez que la fiscalía por medio de la investigación logró descubrir una organización criminal dedicada al contrabando de productos lácteos que ingresaban al país procedente de Venezuela para ser distribuido y adquirido por comerciantes en distintas zonas del territorio.

La conformación de dicha organización delictiva, conllevó a que la fiscalía les imputara la conducta de concierto para delinquir agravado toda vez que sin lugar a dudas dichas personas aunaron esfuerzos y voluntades con el propósito de delinquir y para lograrlo cometieron otros ilícitos, algunas de las cuales atentaron contra la administración de justicia y la fe pública.  Fue así que los procesados ante el abundante caudal probatorio decidieron aceptar cargos, admisión de culpabilidad que fue libre, voluntaria y consciente, lo que conlleva a proferir fallo adverso en su contra.

1.5.- La defensa de WINDY DEL CARMEN ESCOBAR HENRÍQUEZ, DENIS ADRIÁN MORALES TOBÓN, MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y como abogado sustituto de CARLOS ALBERTO CONTRERAS GARCÍA se mostró inconforme con la decisión adoptada, apeló el fallo y dijo que la sustentación la haría en forma escrita. Por su parte la Fiscalía, el representante de víctimas y el apoderado de DURALIER QUINTANA DÍAZ y NILSON JOSÉ JIMÉNEZ DÍAZ estuvieron de acuerdo con la providencia emitida.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
Expresa que sustenta la apelación únicamente en lo relativo al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y desiste de la interpuesta en favor de los demás procesados, y sustenta su disenso con los siguientes planteamientos:

La conducta que ofreció el órgano persecutor no era la adecuada, al señalar que el concierto para delinquir en la modalidad contenida en el artículo 340, inciso 4° es “agravado”, cuando en realidad se trata de un delito subordinado o de segundo orden como lo ha plasmado la doctrina.

El que la pena dispuesta en una u otra modalidad sea mayor, no hace que el delito con sanción superior adquiera la calificación de “agravado”, pues para casos como el tráfico de estupefacientes o concierto para delinquir, entre otros, el legislador dispuso circunstancias agravantes de forma clara y expresa y de admitirse que el quantum mayor hace un delito agravado, ello daría pie para sostener que delitos como el feminicidio es un homicidio agravado, lo cual es errado, por cuanto es un tipo penal subordinado, ya que para entenderlo hay que acudir al tipo base de homicidio y verificar cualquiera de los requisitos de ese artículo especial, pero jamás podrá decirse que es un homicidio agravado.

Estima que el delito cometido por MIGUEL EMILIO PAZ no puede catalogarse como agravado, por cuanto la norma que lo dispone está contenida en el artículo 342 ídem y se da cuando el sujeto activo del ilícito es o haya sido miembro de la fuerza pública o de organismos de seguridad del Estado, y la ilicitud en que incurrió su cliente fue la de concierto para delinquir con la finalidad de contrabando, la cual es subordinada y si el legislador hubiere querido tener los incisos 2° y 4° del canon 340 como agravantes, así los hubiese incluido en esa norma.

El considerar el concierto para delinquir con fines de contrabando, como un delito agravado vulnera el principio de legalidad, al darle una categoría que no está consagrada como tal y ello implica que le sea negado el derecho fundamental a la libertad de su cliente, al no concederle el subrogado de la condena de ejecución condicional, pese a cumplir con el requisito objetivo descrito en el canon 63 C.P., y en caso de existir duda en cuanto a la denominación de la conducta, debe aplicarse el in dubio pro reo, para optarse por la interpretación más favorable.

A título de conclusión señala que: (i) aunque el canon 68A prohíbe la concesión de beneficios o subrogados a quienes hayan cometido el delito de concierto para delinquir agravado, el punible que cometió MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, no es agravado, por cuanto tales circunstancias están contenidas en el canon 342 C.P.; (ii) el delito que cometió su prohijado fue el de concierto para delinquir con fines de contrabando, la que corresponde a un delito subordinado como lo tiene sentado la doctrina y por ende al no ser agravada la ilicitud cometida por su cliente no puede aplicarse la prohibición del canon 68A C.P.; (iii) dicha restricción vulnera el principio de legalidad.
Pide se revoque parcialmente la sentencia y en su lugar se disponga la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena a favor del señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ.

2.2.- Debidamente sustentado el recurso, el a quo lo concedió y dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal determinar si hay lugar a la concesión de la suspensión de la ejecución de la pena en favor del señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ; de ser así, se modificará en tal sentido el fallo confutado o en caso contrario se confirmará en los términos en que fue confeccionado por el a quo.

3.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del imputado en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido y profusamente ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de una sentencia de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí se presentó y que el hoy involucrado, en consenso con otras personas, tuvo participación activa en la misma, frente a lo cual no hubo oposición alguna.

No se avizora irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo insubsanable que obligue a la Sala a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; por lo tanto, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde.

Antes de ingresar en el estudio del fondo del asunto, debe indicarse que aunque ante el señor juez de primer nivel y al momento de proferirse el fallo de condena el apoderado de WINDY DEL CARMEN ESCOBAR HENRÍQUEZ, DENIS ADRIÁN MORALES TOBÓN, MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y como abogado sustituto de CARLOS ALBERTO CONTRERAS GARCÍA, se opuso a lo allí decidido y manifestó interponer recurso de apelación a favor de éstos, al momento de sustentar el recurso únicamente lo hizo a favor del señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y desistió de aquél presentado en contra de los restantes coprocesados; en consecuencia, la Sala aceptará tal desistimiento.

Ahora bien, aunque en principio el letrado también interpuso recurso como abogado sustituto del procesado CARLOS ALBERTO CONTRERAS GARCÍA, y respecto del mismo no desistió de manera expresa, ni mucho menos arrimó intervención alguna, estima la Sala que la apelación que se propuso en pro de los intereses del antes mencionado debe declararse desierta por falta de sustentación, máxime que la que ahora será objeto de estudio está dirigida única y exclusivamente -se repite- frente al señor PAZ PÉREZ.
Luego de ese obligado prolegómeno, advierte la Sala que la inconformidad de la parte recurrente se contrae exclusivamente al hecho de que por parte del funcionario de primer nivel no se le concedió al señor PAZ PÉREZ el sustituto de la pena privativa de la libertad al que alude el canon 63 C.P., al haber sido condenado por concierto para delinquir agravado y aplicar en su desfavor lo reglado en el canon 68A C.P., cuando en su sentir la ilicitud en que incurrió su cliente carece de dicho agravante.

De la información allegada al dossier se desprende que en mayo 19 de 2016 se llevó a cabo la audiencia de formulación de imputación en contra del MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ y otros ciudadanos, y al mismo le fue enrostrada la conducta de concierto para delinquir agravado con fines de contrabando, a la que hace alusión el inciso 4°, artículo 340 C.P., misma que aceptó en esa precisa oportunidad, como también la mayoría de los coprocesados, como situación que conllevó a que el juez de conocimiento procediera a dictar sentencia en su contra por dicha ilicitud.

En este evento se aprecia que el funcionario judicial se abstuvo de otorgar el subrogado reclamado para el señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, por cuanto en el numeral 2º del artículo 63 C.P. se consagra que el juez concederá tal medida si la persona condenada carece de antecedentes penales “y no se trata de uno de los delitos contenidos en el inciso segundo del artículo 68A de la ley 599 de 2000”, siempre y cuando  cumpla con el requisito objetivo señalado en el numeral 1º del mismo precepto, valga acotar, que la pena impuesta sea de prisión y no exceda de 4 años, y si bien este último factor lo cumplía el procesado, quien fue sentenciado a 36 meses, en sentir del a quo no observaba esa otra ineludible condición.

La Sala debe partir de la premisa que en efecto no solo el señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, sino la mayoría de  los otros coprocesados, con excepción de NILSON JOSÉ JIMÉNEZ DÍAZ, fueron juzgados, entre otras conductas, por la de concierto para delinquir agravado, sin que frente a esa sindicación y posterior condena, se hubiera presentado oposición alguna por parte de los defensores bajo el entendido que la ilicitud carecía de agravante.

El inciso 4° del artículo 340 C.P., que le fue imputado al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, el cual posteriormente aceptó y por el que fue sentenciado, dispone:

“Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses de prisión.

[…]

INC. 4° Cuando se tratare  de concierto para la comisión de delitos de contrabando, contrabando de hidrocarburos o sus derivados, fraude aduanero, favorecimiento y facilitación del contrabando, favorecimiento de contrabando de hidrocarburos o sus derivados, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2000) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales”.

Dicho inciso fue adicionado en el canon 340 C.P., por el artículo 12 de la Ley 1762 de 2015: “por medio de la cual se adoptan instrumentos para prevenir, controlar y sancionar el contrabando, el lavado de activos y la evasión fiscal", y no obstante que dicha norma por falta de una adecuada técnica legislativa quizá podría dar lugar a pensar que se trata de un delito autónomo y no de un tipo penal subordinado, la Sala no duda en asegurar que constituye en verdad un agravante específico respecto al tipo penal básico o base que consagra la figura del concierto para delinquir.
En efecto, de la redacción del referido inciso se extrae con meridiana claridad que la intención del legislador fue precisamente la de agravar el delito de concierto para delinquir, cuando el consenso lo haya sido para cometer delitos con fines de contrabando, situación que implica que quienes incurran en tal comportamiento al margen de la ley se verán inmersos en una sanción penal más gravosa, y ello se dio precisamente para buscar que se reprima esta clase de ilicitudes con mayor severidad, tal cual se desprende del  informe de ponencia del Proyecto de Ley No. 190/2014 (Cámara) y 94/2013 (Senado), que finalmente derivó en la Ley  1762/15, momento en el cual se expresó: 

“El contrabando en Colombia, cuenta en la actualidad con un tratamiento diferenciado en materia sancionatoria. Existe una potestad de control y de sanción de carácter administrativo que se encuentra en cabeza de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), enfocada a optimizar el control de fronteras respecto del ingreso ilegal de mercancías al territorio aduanero nacional. De otra parte, existe el control legal jurisdiccional que se ha atribuido a las autoridades penales para verificar que exista una efectiva sanción para aquellas personas que vulneran el orden económico y social a través de la comisión de las distintas conductas que se agrupan actualmente en el capítulo del Código Penal correspondiente al contrabando. Estos tipos penales necesariamente deben estar contenidos en ley.
[…]

Los ámbitos administrativos y judiciales parecen claramente diferenciados. Sin embargo, la exposición de motivos del proyecto de ley muestra una situación que permite concluir que el Estado colombiano no está reprimiendo y sancionando estas conductas con la solvencia con la que se quisiera, especialmente en el ámbito judicial. Si bien es cierto que el sistema procesal penal padece de algunas deficiencias estructurales que han sido diagnosticadas con amplitud en diversos escenarios, existen también algunas falencias que corresponden a desactualización normativa o problemas prácticos de las normas existentes”. -negrillas excluidas-
Desde luego que el objetivo de la ley 1762/15 es precisamente la de sancionar el contrabando, la defraudación fiscal y el favorecimiento de esas conductas, con miras a fortalecer la capacidad institucional del Estado, establecer mecanismos que faciliten que los autores y organizaciones dedicadas o relacionadas con este tipo de actividades sean procesadas y castigadas por las autoridades competentes. Y ello justificó que cuando el punible de concierto para delinquir sea con fines de contrabando, la pena sea ostensiblemente mayor que la contemplada en el tipo base.
Si bien es cierto la misma ley 599/00, en su artículo 342 hace alusión a las circunstancias de agravación para quienes se encuentran inmersos en tal delito contra la seguridad pública, la cual se contrae a la calidad de los ciudadanos que intervienen en su realización, a saber: miembros activos o retirados de la fuerza pública o de organismos de seguridad del Estado, ello no implica que sea este el único tipo agravado, ya que de la redacción del contenido del inciso 4° del canon 340 se establece igualmente la intención clara del legislador por aumentar la sanción penal a quienes incurran en el concierto para delinquir con fines de contrabando. Y lo mismo ocurre en lo atinente al inciso 2° de la referida disposición, cuando el concierto está dirigido a la comisión de delitos como genocidio, desaparición forzada de personas, homicidio, tráfico de estupefacientes, entre otros.

Nótese que la característica principal del delito agravado es la subordinación que posee frente al tipo básico, en el entendido que no es una figura autónoma al no poder subsistir sin éste. Y esa característica de subordinación no se pierde por el simple motivo de haber sido consagrado el incremento punitivo en un artículo diferente, o por no haberse utilizado las expresiones: “las penas descritas en los artículos anteriores se aumentarán cuando […]” que son de usanza en esta clase de eventos. 
Así las cosas, lo relevante es y sigue siendo para estos efectos, que al momento de describirse la nueva conducta por parte del legislador se indique expresamente que de presentarse una o varias circunstancias de mayor connotación social, aparejadas al comportamiento que ya había sido descrito como punible en forma previa, se amerite un incremento en la sanción. Y eso y nada diferente es lo que ocurre cuando el fin propuesto por los concertados sea el contrabando.  

Para el caso en estudio se observa que la Fiscalía al momento de imputar cargos a los procesados lo hizo precisamente por un delito de concierto para delinquir agravado, mismo frente al cual se dio una aceptación de cargos, libre y voluntaria, y finalmente fue el ilícito por el cual se condenó al señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ, y lo que conllevó a que el a quo diera aplicación al contenido del canon 68A C.P. para negar el sustituto liberatorio que se pidió en a favor.

Todo lo anterior, no obstante lo mencionado en la audiencia de individualización de pena por el delegado fiscal y el apoderado del sentenciado, quienes al unísono expresaron que la prohibición inserta en el artículo 68A C.P. no debía ser tenida en cuenta en este asunto al no tratarse de un delito de concierto para delinquir agravado, postura que por supuesto no acoge la Sala por lo antes aludido.

Así las cosas, al considerar la Colegiatura que la conducta por la cual fue investigado y sancionado penalmente el señor MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ se halla excluida de cualquier beneficio liberatorio, se acompañará la sentencia proferida por el despacho de primer nivel en cuanto la misma se encuentra ajustada a derecho.

En mérito de lo anterior, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Sexto Penal del Circuito objeto de recurso por medio de la cual negó la suspensión de la ejecución de la pena respecto al procesado MIGUEL EMILIO PAZ PÉREZ.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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